
 
 
 
 

República Argentina - Poder Ejecutivo Nacional
Año de la Grandeza Argentina

 
Informe

 
Número: 
 

 
Referencia: DRI MARIO CESAR EDUARDO C/EN - MJYDDHH S/AMPARO POR MORA (EXP 103/25), 
CAF 3/5 EX-2025-82551151- -APN-DGJ#MJ

 

A LA DIRECCION GENERAL DE ADMINISTRACION:

Me dirijo a usted en relación con los autos caratulados: “DRI, MARIO CESAR EDUARDO C/EN - M 
JUSTICIA Y DDHH S/AMPARO POR MORA” (CAF 000103/2025), en trámite ante el Juzgado Nacional de 
Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Federal N° 3, Secretaria 5, de esta Ciudad, a fin de proceder 
al depósito del IF-2025-82602725-APN-DGJ#MJ (orden 2), por la cual se solicitó “...previsión presupuestaria 
de 7 UMA + IVA, en concepto de honorarios regulados a la Dra. Sonia Debora Casale, por su actuación como 
letrada apoderada del accionante.”.

En tal sentido, se hace saber que la previsión presupuestaria se encuentra contenida en la PV-2025-84766305-
APN-DPCPYEGJ#MJ del orden 8, donde se informa que el gasto de referencia será contemplado en el 
Presupuesto correspondiente al Ejercicio Financiero 2026.

Se deberá abonar la cantidad de moneda de curso legal que resulte equivalente a esa cantidad de UMA, según el 
valor vigente al momento del pago, de conformidad con lo establecido por el art. 51 de la ley N° 27423.

Asimismo, se hace saber que los referidos honorarios se encuentran firmes, impagos y a cargo del Estado 
Nacional.

A tal fin, se deja expresa constancia que ha sido realizada la apertura de cuenta, con los datos que a continuación 
se consignan:

CTA.JUDICIAL N°: 9994753549

Suc. N°: 089 TRIBUNALES

CBU N°: 0110025950099947535495

Se acompaña como antecedentes en archivos embebidos:



-IF-2025-82602725-APN-DGJ#MJ del orden 2 (solicitud de previsión).

-PV-2025-84766305-APN-DPCPYEGJ#MJ del orden 8 (se contempla para ejercicio 2026).

-Sentencia de primera instancia de fecha 06/06/25 (costas - regulación de honorarios).

-Sentencia de Sala II de fecha 11/07/25 (confirma honorarios - costas).

-Apertura de cuenta de fecha 17/10/25.

-Copia de la situación impositiva –actualizada- de la letrada de la parte actora.

Asimismo, se solicita contemplar el cómputo de los intereses que pudieran corresponder hasta el momento 
del efectivo pago. Una vez efectuada la acreditación, se requiere que dicha información sea remitida a esta 
Dirección a los efectos de su presentación ante el Superior Tribunal.

RRANNI

sadamowich

msalvador

 

 





Poder Judicial de la Nación
Cédula de Notificación


*25000093807286*
25000093807286


 CA   Juzgado 3C  


 Fecha de emisión de notificación: / /  06 junio 2025


 Sr/a: ROXANA LUCIA MARIA RANNI


Domicilio: 27171063650
Tipo de domicilio  Electrónico


Carácter: Sin Asignación
Observaciones especiales: Sin Asignación
Copias: N
Tribunal:  - sito en JUZGADO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL 3 TUCUMAN 1381 PISO 2°


Hago saber a Ud- que en el Expte Nro.  /  caratulado: 103 2025 DRI, MARIO CESAR EDUARDO c/ EN - 
  M JUSTICIA Y DDHH s/AMPARO POR MORA


en trámite ante este Tribunal, se ha dictado la siguiente resolución:
 
 
 
Queda Ud. legalmente notificado
Buenos Aires,               de  de . junio 2025 IVA
Fdo.: CARLOS MARIA BARALDO TRILLO, SECRETARIO FEDERAL
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Poder Judicial de la Nación


JUZGADO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
FEDERAL 3


103 2025 DRI, MARIO CESARCausa nro. /  “
EDUARDO c/ EN - M JUSTICIA Y DDHH s/ AMPARO POR
MORA”


 


Y VISTOS:


Para dictar sentencia en los autos del epígrafe, de cuyas
constancias,


RESULTA:


El actor  acción de amparo por mora contra1. promueve
el Estado Nacional (Ministerio de Justicia), a fin de que la autoridad
pública demandada dicte el acto administrativo pendiente en el marco
de las actuaciones que iniciara en su sede.


Relata que el 5-4-2022 EX-2022en el marco expediente 
-138852085-APN-DGPR#MJ formuló el reclamo reparatorio
suplementario por lesiones del beneficio previsto en la ley 24.043.


Señala que presentó pedidos de pronto despacho el 8-2
-2024, 12-4-2024, 8-8-2024, 14-10-2024 y 6-12-2024, sin que a la
fecha del inicio de la presente acción se haya resuelto su solicitud.


Se presenta dicho Ministerio y  el informe2. produce
previsto en el art. 28 de la ley 19.549.


Afirma que no ha habido demora alguna de su parte,
sino que la complejidad de la situación a estudio y la elevada
cantidad de reclamos análogos le impiden emitir el acto demandado
en el tiempo requerido.


Destaca el cúmulo de causas donde se reclaman los
beneficios instituidos por las leyes reparatorias han colocado a la
autoridad de aplicación en una situación en la que la capacidad
operativa ordinaria de sus dependencias administrativas se ha visto
superada.


Denuncia que el Ministro de Justicia ha dictado la
resolución 2024-135-APNMJ, mediante la cual encomendó a la
Unidad de Auditoría Interna que realice una auditoría integral de los



https://scw.pjn.gov.ar/scw/viewer.seam?id=ARHvQ6GrK00SlY%2F5ERkOKWp%2BXPLlWKEhi909ntv48bI%3D&tipoDoc=despacho

https://scw.pjn.gov.ar/scw/viewer.seam?id=xGX0lm%2F5UPl73SiqtHZNnTwoA2tjHXUMi6NHtXtltjM%3D&tipoDoc=despacho
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expedientes administrativos en los que se encuentra requerida la
concesión de alguno de los beneficios previstos al amparo de las
leyes reparatorias, debiendo analizar la legalidad de los procesos de
tramitación de cada uno de los expedientes administrativos, la
consistencia de las bases de los datos que utilizan las áreas que
intervienen en la gestión del procedimiento, y la legitimidad de la
documentación obrante en las actuaciones, así como el cotejo del
respaldo documental de cada beneficio reconocido.


Concluye en que no existe en el presente caso una
situación de morosidad, susceptible de ser encuadrada en las
previsiones del artículo 28 de la ley 19.549.


 El amparista  el traslado conferido de dicho3. contesta
informe y solicita que se intime a la demandada a acompañar la
documentación restante.


La accionada incorpora la documentación requerida y
pasan lo autos a sentencia (  y ).1 2


CONSIDERANDO:


El art. 28 de la ley 19.549 establece que el que fueraI. 
parte en un expediente administrativo podrá iniciar acción de amparo
por mora cuando una autoridad administrativa hubiera dejado vencer
los plazos fijados, o los razonables aplicables, según el caso, sin
emitir el dictamen o la resolución de mero trámite o de fondo que
requiere el interesado. Si lo estimare pertinente, el Juez requerirá a la
autoridad administrativa que informe sobre las causas de la demora
aducida. De considerar procedente el pedido, librará la orden
correspondiente para que la autoridad administrativa responsable
despache las actuaciones en el plazo prudencial que se establezca.


Por esta vía se posibilita que quien es parte en el
procedimiento administrativo acuda a la instancia judicial para que se
emplace a la autoridad pública a los fines de que se expida en forma
expresa con respecto a su solicitud (cfr. CNCAF, Sala IV, “Albani,
Mario Eduardo c/ EN – M° Justicia DDHH s/ amparo por mora”, del
9-7-2017).



https://scw.pjn.gov.ar/scw/viewer.seam?id=1AMCF8WPqYSAxexexwc2P99mwPqkxwd7j%2FyiiL%2BTHgE%3D&tipoDoc=despacho

https://scw.pjn.gov.ar/scw/viewer.seam?id=yqobZ1pBpEPVRCcSnNa0BtzavxFSAp%2Fl%2FFk5VK%2Brysw%3D&tipoDoc=despacho

https://scw.pjn.gov.ar/scw/viewer.seam?id=SGAMshNdlCZeJSNk5VQIK4zGdwuhTDfUj6GiiwSN%2BQU%3D&tipoDoc=despacho
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Poder Judicial de la Nación


JUZGADO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
FEDERAL 3


Ello pues, como es sabido, el derecho de petición
consagrado en el art. 14 CN no se agota con el hecho de que el
ciudadano pueda pedir; sino que exige una respuesta en tiempo
oportuno. Frente al derecho de petición, se encuentra la obligación
estatal de responder.


 En el , de las actuaciones administrativasII. sub examine
incorporadas ( , , ) surge que con fecha 7-12-2011 1 2 3 se dictó la
Resolución RESOL-2011-1930-APN-MJ que le otorgó al actor el
beneficio previsto en la ley 24.043.


El 18-2-2022 el amparista solicitó el desarchivo de las
actuaciones y la ampliación del beneficio.


EN fecha 28-8-2023 se remitieron las actuaciones al
Centro de Asistencia a Víctimas del Terrorismo de Estado “DR.
FERNANDO ULLOA” de la Dirección Nacional de Atención a
Grupos en Situación de Vulnerabilidad.


Luego con fecha 6-9-2023 se solicitó la conformación de
un equipo interdisciplinario para la realización de la evaluación,
conforme los términos y alcances de la Ley Nacional de Salud Mental
26.657.


Mediante IF-2023-134394394-APN-DCVVDDHH#MJ
se elevó el informe al Centro de Asistencia a Víctimas del Terrorismo
de Estado “DR. FERNANDO ULLOA”


A continuación, luce el Informe de Supervisión de
Evaluación Interdisciplinaria del Sr. Dri de fecha 14-11-2023.


El 15-11-2023 se remitieron las actuaciones
administrativas a la Dirección de Gestión de Políticas Reparatorias
para la prosecución de su trámite.


El 23-11-2023 se le requirió al actor que remitiera el
jurada, circunstancia que cumple el 8-8formulario de declaración 


-2024.


Luego de un pedido de pronto despacho, la demandada
mediante nota NO-2024-125652506-APN-DGPR#MJ de fecha 15-11



https://scw.pjn.gov.ar/scw/viewer.seam?id=6efpDIigVI7ZV5L%2BlI4j%2FxhkGMhhYJUl%2FEVsbyl4H9o%3D&tipoDoc=despacho

https://scw.pjn.gov.ar/scw/viewer.seam?id=eJsmq41QOdmfAn4HW66Zh00v3aDJRcCK1RA8Bhsv6w0%3D&tipoDoc=despacho

https://scw.pjn.gov.ar/scw/viewer.seam?id=BJ2z4R885%2BoZZaugkGdtT5TuioyI3Nnozho5yjNljMQ%3D&tipoDoc=despacho
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-2024 le informa a la actora que: "En mi carácter de Coordinadora
de la Ley N° 24.043 y N° 26.564, de la Dirección de Gestión de
Políticas Reparatorias de la SECRETARÍA DE DERECHOS
HUMANOS, dependiente del MINISTERIO DE JUSTICIA de la
Nación, en relación con su solicitud de pronto despacho en las
actuaciones caratuladas: “DRI, Mario Cesar Eduardo s/beneficio
Ley N° 26.564 - Incremento por lesiones gravísimas (Art. 4 Ley
24.043)” (EE Nº EX-2022- 138852085-APN-DGPR#MJ). En virtud
de la consulta remota efectuada a la base de datos del sistema, se
informa que las actuaciones de referencia fueron remitidas desde el
“Centro ULLOA” con el respectivo informe realizado. Actualmente,
el expediente se encuentra a la espera de la revisión por parte de un
asesor legal, quien deberá emitir el informe técnico correspondiente,


".de ser pertinente


Con fecha 19-11-2024 obra agregada la providencia PV
-2024-126850400-APN-DGPR#MJ que reza" Listo para dictaminar
lesiones"; siendo ésta la última actuación en el expediente
administrativo.


 Así las cosas, sin desconocer que esta acción seIII.
encamina —exclusivamente— en establecer si en el caso se configura
la mora de la administración en expedirse, mas no corresponde al
juzgador ingresar en el análisis de la pertinencia de la petición
administrativa formulada o determinar en el sentido en que
corresponde expedirse, considero que en el sub lite se configura el
presupuesto fáctico para la pertinencia de este tipo de acciones.


En efecto, teniendo en cuenta la fecha de inicio del
reclamo, cabe concluir que ha transcurrido un excesivo plazo sin que
la autoridad pública demandada haya emitido el respectivo acto
administrativo que resuelva la petición del amparista.


En ese sentido, frente al extenso tiempo transcurrido,
resultan también inatendibles los genéricos argumentos ensayados
por la accionada con relación al cúmulo de tareas generado por la
gran cantidad de expedientes análogos.
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Poder Judicial de la Nación


JUZGADO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
FEDERAL 3


A lo que cabe añadir, que en fecha 3-2-2025 este
Tribunal ha recibido un correo electrónico remitido por la Unidad de
Gabinete de Asesores del Ministerio de Justicia de la Nación relativo
a la auditoría integral de los expedientes administrativos de solicitud
de beneficios al amparo de las leyes nro. 24.043, 24.411, 25.914,
26.564 y 26.913, mediante el cual se puso en conocimiento el
informe final realizado por la UNIDAD DE AUDITORIA
INTERNA, en el marco de la Resolución 2024-135-APN-MJ, de
auditoría integral de los expedientes administrativos de solicitud de
beneficios al amparo de la leyes previamente mencionadas. Y la
demandada no ha invocado que en dicho informe se desprenda que el
actor se encuentra involucrado en la causa penal 34.925/2016,
caratulada “Martínez Moreira, Adrián y otros” (cfr. CNCAF, Sala II,
causa nro. 6102/2024 “Hechim Taylor, Matioas c/ EN - Mº Justicia -
ley 24.043 s/ amparo por mora” del 14-2-2025; Sala IV, causa nro.
10912/2024 "Kleinman, Claudia Laura c/ EN-M Justicia-expte
S04693/23 s/ amparo por mora", del 13-2-2025).


En punto a las costas, corresponde imponerlas a laIV. 
parte demandada por no configurarse motivos que permitan apartarse
del principio objetivo de la derrota (arts. 14 de ley 16.986 y 68,
primer párrafo, del CPCCN).


En virtud de los fundamentos expuestos,


FALLO:


1. Haciendo lugar al amparo por mora promovido por el
Sr. Mario César Eduardo Dri contra el Estado Nacional (Ministerio
de Justicia y Derechos Humanos) y, en consecuencia, intimándolo
para que —en el plazo de veinte (20) días que se fija al efecto— dicte
los actos pendientes a fin de resolver la solicitud de la amparista que


EX-2022-138852085-APNtramita en el marco del expte. nro. 
-DGPR#MJ. Con costas.


2. Teniendo en cuenta la entidad de los trabajos
cumplidos, el resultado del pleito y su naturaleza, se regulan los
honorarios de la Dra. Sonia Debora Casale, por las tareas
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desarrolladas en la dirección letrada y representación legal de la parte
actora, en la suma de $494.963, equivalente a 7 UMA (cfr. arts. 16,
19, 20, 44, 51 y concordantes de la ley 27.423 y resolución CSJN
SGA nro. 936/2025).


Hágase saber que, en caso de que el profesional
beneficiario de los emolumentos acredite su condición de responsable
inscripto frente al Impuesto al Valor Agregado, se deberá adicionar a
los emolumentos aquí fijados la alícuota correspondiente a dicho
tributo, que también se encuentra a cargo de la condenada en costas
(Fallos: 316:133; 322:523; 329:1834, entre otros).


Regístrese, notifíquese y, oportunamente, archívese.


 


 


 


Firmado en Ciudad de Buenos Aires en la fecha que indica la
constancia de firma electrónica. MDF


SANTIAGO R. CARRILLO


JUEZ FEDERAL








1/1


C.U.I.T.: 30-50001091-2


Sucursal: 0089 - TRIBUNALES
17/10/2025 9:57:03


Oficio Nro: 19620 


Nro. Deox: 20456449


Al Sr. Juez,


JUZG FED CONT ADM 3 SEC 5 


Ref Autos "DRI, MARIO CESAR EDUARDO C/ EN - M JUSTICIA Y DDHH S/AMPARO POR 
MORA"


De nuestra consideración:


Hacemos saber a V.S que se dio cumplimiento con lo ordenado.


A continuación, se detallan la/s cuenta/s del Expediente:


• Cuenta Nro: 9994753549


 


Datos de la Cuenta


Sucursal Cta.: 0089 - TRIBUNALES


Producto: CTA. CTE. JUDICIALES PESOS


N° de Cuenta: 9994753549


Denominación: DRI  MARIO CESAR EDUARDO C/ EN - M JUSTICIA Y DDHH S/AMPARO 
POR MORA - 2045 6449


F. de Operar: ORDEN RECIPROCA


Cant. Titulares: 2


C.B.U.: 01100259/50099947535495


Titular/es


Causa Expediente N° Expediente 


DRI, MARIO CESAR EDUARDO C/ EN - M 
JUSTICIA Y DDHH S/AMPARO POR MORA


EXP. 70323134500


Domicilio del Producto 


Calle: TUCUMAN Nro.: 56 Piso: Dto/Of.: 


Localidad: SAN NICOLAS CP: 1050 Pcia.: CF 


Sin más, saludamos atentamente. 


DIOS GUARDE A V.S


, 


Oficio Electrónico incorporado
Fecha de Incorporacion: 31/10/2025
Usuario: 20290393338








Poder Judicial de la Nación
Cédula de Notificación


*25000095215045*
25000095215045


 CA   Sala II  


 Fecha de emisión de notificación: / /  11 julio 2025


 Sr/a: SONIA DEBORA CASALE


Domicilio: 27177620608
Tipo de domicilio  Electrónico


Carácter: Sin Asignación
Observaciones especiales: Sin Asignación
Copias: S
Tribunal:  - sito en CAMARA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL- SALA II TALCAHUANO 550 PB


Hago saber a Ud- que en el Expte Nro.  /  caratulado: 103 2025 DRI, MARIO CESAR EDUARDO c/ EN - 
  M JUSTICIA Y DDHH s/AMPARO POR MORA


en trámite ante este Tribunal, se ha dictado la siguiente resolución:
 
Según copia que se acompaña.
 
 
Queda Ud. legalmente notificado
Buenos Aires,               de  de . julio 2025 LMM
Fdo.: RICARDO DIEZ SIERRA, PROSECRETARIO ADMINISTRATIVO
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Poder Judicial de la Nación
CAMARA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL 


SALA II


00103/2025  “DRI, MARIO CESAR EDUARDO c/ EN - M JUSTICIA Y DDHH


s/AMPARO POR MORA”


Buenos Aires, 11  de julio de 2025.- MA


VISTOS y CONSIDERANDO:


I.- Que, por  sentencia de fecha 5/06/2025, el Sr. Magistrado de grado


hizo lugar a la presente acción de amparo y, en consecuencia, intimó al Estado


Nacional – Ministerio de Justicia y Derechos Humanos– a que en el plazo de


veinte (20) días, dicte los actos pendientes a fin de resolver la solicitud de la


amparista que tramita en el marco del expte. nro. EX-2022-138852085-APN -


DGPR#MJ.


Asimismo, impuso las costas a la demandada, por no existir motivos que


permitan apartarse del principio objetivo de la derrota (conf. art. 14 ley nº 16.986


y art. 68, 1° párrafo del C.P.C.C.N.).


Para así decidir, luego de hacer una reseña del trámite que tuvieron las


actuaciones administrativas iniciadas por la amparista, entendió que teniendo


en cuenta la fecha de inicio del reclamo, cabía concluir que había transcurrido


un excesivo plazo sin  que la  autoridad pública demandada haya emitido el


respectivo acto administrativo que resuelva la petición del Sr. Dri.


Por último, reguló los honorarios de la Dra. Sonia Debora Casale, por las


tareas desarrolladas en la dirección letrada y representación legal  de la parte


actora,  en la suma de pesos cuatrocientos noventa y cuatro mil  novecientos


sesenta y tres ($494.963.-) -equivalente a 7 UMA- (cfr. arts. 16, 19, 20, 44, 51 y


concordantes de la ley 27.423 y resolución CSJN SGA nro. 936/2025).


II.- Que, disconforme con lo resuelto, el 10/06/2025, apeló y fundó la parte


demandada. 


Manifestó que la judicante de grado ignoró todas las razones que fueron


expresadas  por  su  parte  al  momento  de  evacuar  el  informe  previsto  en  el
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Poder Judicial de la Nación
CAMARA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL 


SALA II


artículo  28  de  la  ley  19.549  y,  asimismo,  prescindió  de  las  constancias


agregadas en autos. 


Adujo que la situación de hecho sobre la que debía recaer la decisión


administrativa  había  sido  materia  de  numerosos  cambios  de  criterios


jurisprudenciales,  extremo  que  obligó  al  Ministerio  de  Justicia  y  Derechos


Humanos a examinar nuevamente una gran cantidad de actuaciones en las que


debía discernirse la procedencia del otorgamiento del beneficio a personas que


fueron detenidas durante el último gobierno de facto. 


También,  sostuvo  que  no  se  estaba  ante  un  supuesto  en  el  que  la


administración haya sido remisa en el tratamiento de una petición, ni indiferente


a sus particularidades o a la situación del solicitante. 


Añadió que el Sr. Juez a quo prescindió de la situación que atraviesa la


Administración,  en  relación  al  cúmulo  de  causas  donde  se  reclamaban  los


beneficios instituidos por las Leyes Nros. N° 24.043, N° 24.411, N° 26.564,  y


otros relacionados con distintas leyes reparatorias, que la había colocado en


una situación en la que la capacidad operativa de sus distintas dependencias


administrativas se había visto superada.


Por su parte, señaló lo dispuesto por la RESOL-2024-135-APN-MJ.


En este aspecto, entre algunas cuestiones, destacó que la Secretaría de


Derechos  Humanos  era  parte  querellante  en  la  causa  CCC  34925/2016


caratulada  “Martínez  Moreira,  Adrián  y  otros  s/  defraudación,  falsificación


documentos públicos y asociación ilícita”.


Indicó que, en dicha causa, en trámite por ante el Juzgado Nacional en


lo  Criminal  y  Correccional  Federal  N°  5,  el  26/06/2023  se  dispuso  el


procesamiento de un conjunto de personas por los delitos de asociación ilícita,


falsificación de documentos públicos y privados, uso de documentos públicos


falsos, falso testimonio, falsa denuncia, estafa y defraudación en perjuicio de la


Administración Pública Nacional,  por  causas vinculadas al  reconocimiento  y


cobro  de  beneficios  al  amparo  de  las  Leyes  Reparatorias  24.043,  24.411,


25.914,  26.564  y  26.913,  habiendo  la  Sala  II  de  la  Cámara  Nacional  de
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Poder Judicial de la Nación
CAMARA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL 


SALA II


Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal confirmado posteriormente


su procesamiento.


También  expuso  que  de  la  resolución  ministerial  señalada


precedentemente,  se  había  ordenado  a  la  Dirección  Nacional  de  Asuntos


Jurídicos Nacionales en Materia de Derechos Humanos la presentación como


parte querellante en la causa 8422/2019 caratulada "N.N. s/ estafa y otros", en


trámite ante el Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional Federal N° 4, en


virtud de la denuncia allí radicada, vinculada a la falta de coincidencia entre los


listados  emergentes  del  informe  final  de  la  Comisión  Nacional  sobre  la


Desaparición de Personas (CONADEP) del año 1984, el informe elaborado por


la  Secretaría  de  Derechos  Humanos  en  el  año  2006  y  el  informe  final


desarrollado por el Registro Unificado de Víctimas del Terrorismo de Estado del


año 2015.


Por  otra  parte,  a  raíz  de  la  auditoría  interna  llevada  adelante  por  el


ministerio, hizo mención a los informes UAI-MJyDH N° 37/2019 y UAI-MJyDH


N° 22/2023.


Como corolario, explicó que la Resolución en cuestión, encomendó a la


Unidad de Auditoría Interna que en el  término de ciento ochenta (180) días


(prorrogable  a  solicitud  de  dicha  Unidad  por  decisión  fundada  del  señor


Ministro), realice una auditoría integral de los expedientes administrativos en


los  que  se  encuentra  requerida  la  concesión  de  alguno  de  los  beneficios


previstos al  amparo de las aludidas leyes reparatorias,  debiendo analizar la


legalidad  de  los  procesos  de  tramitación  de  cada  uno  de  los  expedientes


administrativos, la consistencia de las bases de los datos que utilizan las áreas


que  intervienen  en  la  gestión  del  procedimiento,  y  la  legitimidad  de  la


documentación obrante en las actuaciones, así como el cotejo del  respaldo


documental de cada beneficio reconocido a la luz de las normas citadas.


Además, solicitó que, en el caso de confirmarse la sentencia recurrida, se


amplíe el plazo fijado, para poder dar cumplimiento a la manda judicial. 







#39654174#463010414#20250710113447296


Poder Judicial de la Nación
CAMARA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL 


SALA II


En definitiva,  solicitó  que se revoque la  sentencia recurrida en cuanto


había sido materia de agravios, con costas.


Por último, apeló por altos los emolumentos regulados a favor de la Dra.


Sonia Debora Casale.


III.- Que, así las cosas, a título preliminar es menester destacar que el art.


28 de la ley 19.549 otorga, a quien es parte en un procedimiento administrativo,


la facultad de acudir a la vía judicial para que emplace a la Administración a que


se expida en forma expresa con respecto a su solicitud.


Por su parte, el art. 1º inc. f) ap. 3) de la Ley citada, consagra el derecho


de los particulares a obtener una decisión fundada, más allá de la procedencia o


no de lo solicitado (cfr. esta Sala, in re, “Korilchik, Silvio Humberto c/EN -Mº J y


DDHH  -  Expte.  147980/05  s/  amparo  por  mora”,  causa  Nº  5.656/10,  del


28/08/2012; en igual sentido,  in  re,  “Lin, Wenjuan c/EN - DNM s/amparo por


mora”, causa Nº 41.236/13, del 9/09/14).


Asimismo, es de remarcar que el limitado ámbito de conocimiento que le


otorga a la actuación jurisdiccional la acción de amparo por mora no alcanza al


examen de congruencia o incongruencia de las peticiones formuladas en sede


administrativa y judicial por el amparista, o al de la posibilidad o imposibilidad de


resolver el fondo de lo aquí peticionado, sino que la única circunstancia pasible


de estudiar por la vía intentada es si –en los hechos– la demandada ha incurrido


en mora para dar respuesta a la petición efectuada por su contraria (cfr. esta


Sala  in  re “Paillet,  Laura  Marcela  c/EN -  Mº  Salud (exp.  2002-3198/99-7)  s/


amparo por mora” del 27/03/12).


IV.-  Que, en el  caso,  la parte  actora  promovió la  presente  acción de


amparo por mora contra la administración con el objeto de que se expida en el


Expediente EX-2022-138852085-APN -DGPR#MJ. 


En ese orden, corresponde señalar que, de la compulsa del expediente


administrativo EX-2022-138852085-APN -DGPR#MJ, incorporado en el sistema


Lex100 en partes  1,2,y  3 y de las constancias de las presentes actuaciones


surge que: 
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(i)  el  16  de  septiembre  de  1998,  la  actora  inició  el  reclamo  en  sede


administrativa, con el objeto de solicitar el reconocimiento del beneficio previsto


por  la  ley  24.043  y  acompañó  documentación  tendiente  a  resolver  las


actuaciones (cfr. act. Adm parte 1).


(ii) el 7 de diciembre de 2011, en atención a lo resuelto por esta Sala


mediante la Resolución de fecha 15/10/2009 y lo decidido por la Corte Suprema


de  Justicia  con  fecha  22/02/2011,  la  Administración  emitió  la  Resolución


RESOL-1930, mediante la cual le otorgó al amparista el beneficio previsto por la


ley 24.043 y sus modificatorias por el período de detención comprendido entre el


24/06/1982 y 12/03/1997 (cfr. act. adm. parte 3 fs. 151/155).


(iii) el 18 de febrero de 2022, y en lo aquí pertinente, el amparista solicitó


se  le  otorgue la  ampliación  del  beneficio  otorgado,  tal  lo  previsto  por  la  ley


26.564. (cfr. act. adm. parte 3 fs. 190.).


(iv)  con  fecha  14  de noviembre de  2023,  la  Administración  emitió  el


informe IF-2023-135800777-APN-DCVVDDHH#MJ, donde consta la evaluación


interdisciplinaria realizada al amparista y el pertinente informe elaborado por la


junta médica (cfr. act. adm. parte 3 fs. 215/216).


(v)  con  fecha  8  de  agosto  de  2024,  el  amparista  solicitó  el  pronto


despacho de las actuaciones (cfr. act. adm. parte 3 fs. 224/226).


(vi) con fecha 14 de octubre de 2024, el amparista reiteró el pedido de


pronto despacho de las actuaciones (cfr. act. adm. parte 3 fs. 237/239).


(vii) con fecha 15 de noviembre de 2024, la Administración emitió la Nota


NO-2024-125652506-APN-DGPR#MJ,  donde  contesta  el  pronto  despacho


presentado  por  el  Sr.  Dri  y  le  hace  saber  que  que  las  actuaciones  fueron


remitidas  desde  el  “Centro  ULLOA”  con  el  respectivo  informe  realizado  y


actualmente, el expediente se encuentra a la espera de la revisión por parte de


un asesor legal, quien deberá emitir el informe técnico correspondiente, de ser


pertinente, siendo esta la última constancia que surge de la compulsa de las


actuaciones administrativas (cfr. act. adm. parte 3 fs. 242).
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V.- Que, se sigue del relato expuesto en el considerando IV que, en las


actuaciones administrativas referidas, iniciadas en el año 2022, momento en el


cual el amparista solicitó se le otorgue la ampliación del beneficio previsto por


la ley 26.564, no se ha dictado aún la resolución pendiente, por manera que, ha


quedado acreditada de modo concreto y suficiente la mora de la administración


que justifica admitir esta acción.


  A ello debe añadirse que, la demandada,  tanto en la  oportunidad de


haber producido el informe previsto por el art. 28 de la ley 19.549, como en su


apelación, no ha aportado elementos tendientes a demostrar que la situación


de hecho que motivó la promoción de la presente acción (esto es, la falta de


resolución de la petición que fuera oportunamente efectuada por  el  Sr.  Dri)


hubiera cesado. 


 Por el contrario, se remitió a negar que existiera mora por parte de su


mandante, mas no ha demostrado motivo alguno por el  cual no le ha dado


respuesta  al  reclamo  del  actor  que  fuera  requerido  en  el  año  2022,  tal  lo


oportunamente peticionado en el marco del expediente EX-2022-138852085-


APN -DGPR#MJ.


Estas  circunstancias  precedentemente  descriptas,  resultan  suficientes


para no apartarse de lo decidido por el Sr. Juez de grado y, por consiguiente,


confirmar la sentencia en crisis en todo cuanto ha sido materia de agravios.


VI.- Que en cuanto a las manifestaciones vertidas respecto a la auditoría


llevada  a  cabo  por  la  Administración  tal  lo  ordenado  por  la  Resolución


Administrativa 2024-135-APN-MJ del 22/04/2024, corresponde señalar que con


fecha 4/02/2025 este Tribunal ha recibido un correo electrónico remitido por la


Unidad de Gabinete de Asesores del Ministerio de Justicia de la Nación relativo


a  la  auditoría  integral  de  los  expedientes  administrativos  de  solicitud  de


beneficios  al  amparo  de  las  leyes  nros.  24.043,  24.411,  25.914,  26.564  y


26.913, mediante el cual se puso en conocimiento el informe final realizado por


la UNIDAD DE AUDITORIA INTERNA, en el marco de la Resolución 2024-135-


APN-MJ  del  22/04/2024,  de  auditoría  integral  de  los  expedientes







#39654174#463010414#20250710113447296


Poder Judicial de la Nación
CAMARA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL 


SALA II


administrativos de solicitud de beneficios al amparo de las leyes previamente


mencionadas. 


De  dicho  informe  no  se  desprende,  prima  facie, que  la  actora  se


encuentre  involucrada en la  causa penal  34.925/2016,  caratulada “Martínez


Moreira,  Adrián  y  otros  s/defraudación,  falsificación  documentos  públicos  y


asociación ilícita”. 


Sentado  lo  expuesto  y,  sin  perjuicio  de  lo  destacado  en  el  párrafo


precedente,  cabe  destacar  que  inclusive  si  se  tuviera  en  consideración  la


suspensión de los plazos administrativos a raíz de la auditoría ordenada por el


Ministerio  aquí  demandado,  lo  cierto  es  que  el  reclamo  administrativo  fue


iniciado por  el  Sr.  Dri  con fecha 18/02/2022,  y  la  auditoría  en cuestión fue


ordenada por medio de la Resolución  Administrativa 2024-135-APN-MJ, más


de un año y medio después.


En  virtud  de  lo  expuesto,  corresponde  desestimar  sin  más  los


argumentos ensayados en torno del  dictado de la Resolución  Administrativa


2024-135-APN-MJ del 22/04/2024, como eximentes de la demora incurrida.


VII.-  Que,  por  análogos  fundamentos a  los  desarrollados


precedentemente, tampoco procede admitir la petición de la parte demandada


relativa a la extensión del plazo otorgado por el Juez a quo. 


VIII.- Que, por último, y en lo que concierne al agravio de la demandada


referido a las costas, en atención al modo en que se decide el fondo del asunto,


corresponde  su  desestimación,  en  mérito  a  las  consideraciones


precedentemente descriptas. 


IX.-  Que respecto al recurso deducido contra los honorarios regulados,


cabe tener en cuenta la naturaleza del asunto, lo preceptuado por el art. 48 de


la ley 27.423, en cuanto fija un honorario mínimo en los procesos de amparo;


atento el motivo, extensión, calidad jurídica y resultado de la labor desarrollada,


es preciso remitirse a lo dispuesto en los incs. b) a g) del art. 16 de la referida


Ley de Arancel. En tales condiciones, atendiendo a la etapa del pleito cumplida,


corresponde  confirmar  -en  lo  que  fue  materia  de  recurso-  los  honorarios
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regulados en favor de la DRA. SONIA DEBORA CASALE, letrada apoderada,


actuante en la defensa de la actora (arts. 16, 20, 29, 48 y ccdtes. y citados de


la ley 27.423 y Dto. 1077/17).


El importe del Impuesto al Valor Agregado integra las costas del juicio y


deberá adicionarse a los honorarios, cuando la profesional acreedora revista la


calidad de responsable inscripta en dicho tributo (conf. esta Sala in re: “Beccar


Varela Emilio - Lobos Rafael Marcelo c/Colegio Públ. de Abog.”, del 16 de julio


de 1996). 


 Para el caso de que la profesional no haya denunciado la calidad que


inviste  frente  al  I.V.A.,  el  plazo para  el  pago del  tributo  sobre  el  honorario


regulado, correrá a partir de la fecha en que lo haga.


Por  los  fundamentos  que  anteceden,  este  Tribunal  RESUELVE: 1º)
desestimar  el  recurso  de  apelación  interpuesto  por  la  demandada  y,  en


consecuencia, confirmar el pronunciamiento de grado en lo que fue materia de


agravios, con costas a la demandada (art. 68, 1ra parte, del C.P.C.C.N.), y  2º)
confirmar los honorarios regulados en la instancia de origen a favor  de la Dra.


Sonia Debora Casale en virtud de lo expresado en el Considerando IX.


Regístrese, notifíquese y oportunamente devuélvase.


MARÍA CLAUDIA CAPUTI


JOSÉ LUIS LOPEZ CASTIÑEIRA


LUIS M. MÁRQUEZ
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Informe


 
Número: 
 


 
Referencia: DRI MARIO CESAR EDUARDO C/EN - MJYDDHH S/AMPARO POR MORA (EXP 103/25), 
CAF - Sala II EX-2025-82551151- -APN-DGJ#MJ


 


A LA DIRECCION GENERAL DE ADMINISTRACION:


Me dirijo a usted en relación con los autos caratulados: “DRI, MARIO CESAR EDUARDO C/EN - M 
JUSTICIA Y DDHH S/AMPARO POR MORA” (CAF 000103/2025), que tramitan ante la Cámara 
Contencioso Administrativo Federal- Sala II, de esta Ciudad, a efectos de solicitarle tenga a bien gestionar la 
previsión presupuestaria de 7 UMA + IVA, en concepto de honorarios regulados a la Dra. Sonia Debora Casale, 
por su actuación como letrada apoderada del accionante.


Se deberá abonar la cantidad de moneda de curso legal que resulte equivalente a esa cantidad de UMA, según el 
valor vigente al momento del pago, de conformidad con lo establecido por el art. 51 de la ley N° 27423.


Asimismo, se informa que los mentados honorarios se encuentran firmes, impagos y a cargo del Estado Nacional.


Los mentados honorarios fueron regulados con fecha 06 de junio de 2025, confirmados con fecha 11 de julio de 
2025 por la Cámara Contencioso Administrativo Federal - Sala II -, que en copia se embeben a la presente.


Se acompaña como antecedentes en archivos embebidos:


-Sentencia de primera instancia de fecha 06/06/25 (costas - regulación honorarios).


-Sentencias de Sala II de fechas 11/07/25 (confirma honorarios).


-Copia de la situación impositiva –actualizada- de la letrada de la parte actora.


Se informa, que el letrado interviniente ha realizado el trámite de solicitud de apertura de cuenta bancaria 
via DEOX.


Por último, se solicita que, una vez realizada la previsión presupuestaria, se informe a esta Dirección a fin 
de que sea acreditada ante el tribunal interviniente.







 


RRANNI


sadamowich


 


 










Poder Judicial de la Nación
Cédula de Notificación



*25000095215045*
25000095215045



 CA   Sala II  



 Fecha de emisión de notificación: / /  11 julio 2025



 Sr/a: SONIA DEBORA CASALE



Domicilio: 27177620608
Tipo de domicilio  Electrónico



Carácter: Sin Asignación
Observaciones especiales: Sin Asignación
Copias: S
Tribunal:  - sito en CAMARA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL- SALA II TALCAHUANO 550 PB



Hago saber a Ud- que en el Expte Nro.  /  caratulado: 103 2025 DRI, MARIO CESAR EDUARDO c/ EN - 
  M JUSTICIA Y DDHH s/AMPARO POR MORA



en trámite ante este Tribunal, se ha dictado la siguiente resolución:
 
Según copia que se acompaña.
 
 
Queda Ud. legalmente notificado
Buenos Aires,               de  de . julio 2025 LMM
Fdo.: RICARDO DIEZ SIERRA, PROSECRETARIO ADMINISTRATIVO
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00103/2025  “DRI, MARIO CESAR EDUARDO c/ EN - M JUSTICIA Y DDHH



s/AMPARO POR MORA”



Buenos Aires, 11  de julio de 2025.- MA



VISTOS y CONSIDERANDO:



I.- Que, por  sentencia de fecha 5/06/2025, el Sr. Magistrado de grado



hizo lugar a la presente acción de amparo y, en consecuencia, intimó al Estado



Nacional – Ministerio de Justicia y Derechos Humanos– a que en el plazo de



veinte (20) días, dicte los actos pendientes a fin de resolver la solicitud de la



amparista que tramita en el marco del expte. nro. EX-2022-138852085-APN -



DGPR#MJ.



Asimismo, impuso las costas a la demandada, por no existir motivos que



permitan apartarse del principio objetivo de la derrota (conf. art. 14 ley nº 16.986



y art. 68, 1° párrafo del C.P.C.C.N.).



Para así decidir, luego de hacer una reseña del trámite que tuvieron las



actuaciones administrativas iniciadas por la amparista, entendió que teniendo



en cuenta la fecha de inicio del reclamo, cabía concluir que había transcurrido



un excesivo plazo sin  que la  autoridad pública demandada haya emitido el



respectivo acto administrativo que resuelva la petición del Sr. Dri.



Por último, reguló los honorarios de la Dra. Sonia Debora Casale, por las



tareas desarrolladas en la dirección letrada y representación legal  de la parte



actora,  en la suma de pesos cuatrocientos noventa y cuatro mil  novecientos



sesenta y tres ($494.963.-) -equivalente a 7 UMA- (cfr. arts. 16, 19, 20, 44, 51 y



concordantes de la ley 27.423 y resolución CSJN SGA nro. 936/2025).



II.- Que, disconforme con lo resuelto, el 10/06/2025, apeló y fundó la parte



demandada. 



Manifestó que la judicante de grado ignoró todas las razones que fueron



expresadas  por  su  parte  al  momento  de  evacuar  el  informe  previsto  en  el
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artículo  28  de  la  ley  19.549  y,  asimismo,  prescindió  de  las  constancias



agregadas en autos. 



Adujo que la situación de hecho sobre la que debía recaer la decisión



administrativa  había  sido  materia  de  numerosos  cambios  de  criterios



jurisprudenciales,  extremo  que  obligó  al  Ministerio  de  Justicia  y  Derechos



Humanos a examinar nuevamente una gran cantidad de actuaciones en las que



debía discernirse la procedencia del otorgamiento del beneficio a personas que



fueron detenidas durante el último gobierno de facto. 



También,  sostuvo  que  no  se  estaba  ante  un  supuesto  en  el  que  la



administración haya sido remisa en el tratamiento de una petición, ni indiferente



a sus particularidades o a la situación del solicitante. 



Añadió que el Sr. Juez a quo prescindió de la situación que atraviesa la



Administración,  en  relación  al  cúmulo  de  causas  donde  se  reclamaban  los



beneficios instituidos por las Leyes Nros. N° 24.043, N° 24.411, N° 26.564,  y



otros relacionados con distintas leyes reparatorias, que la había colocado en



una situación en la que la capacidad operativa de sus distintas dependencias



administrativas se había visto superada.



Por su parte, señaló lo dispuesto por la RESOL-2024-135-APN-MJ.



En este aspecto, entre algunas cuestiones, destacó que la Secretaría de



Derechos  Humanos  era  parte  querellante  en  la  causa  CCC  34925/2016



caratulada  “Martínez  Moreira,  Adrián  y  otros  s/  defraudación,  falsificación



documentos públicos y asociación ilícita”.



Indicó que, en dicha causa, en trámite por ante el Juzgado Nacional en



lo  Criminal  y  Correccional  Federal  N°  5,  el  26/06/2023  se  dispuso  el



procesamiento de un conjunto de personas por los delitos de asociación ilícita,



falsificación de documentos públicos y privados, uso de documentos públicos



falsos, falso testimonio, falsa denuncia, estafa y defraudación en perjuicio de la



Administración Pública Nacional,  por  causas vinculadas al  reconocimiento  y



cobro  de  beneficios  al  amparo  de  las  Leyes  Reparatorias  24.043,  24.411,



25.914,  26.564  y  26.913,  habiendo  la  Sala  II  de  la  Cámara  Nacional  de
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Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal confirmado posteriormente



su procesamiento.



También  expuso  que  de  la  resolución  ministerial  señalada



precedentemente,  se  había  ordenado  a  la  Dirección  Nacional  de  Asuntos



Jurídicos Nacionales en Materia de Derechos Humanos la presentación como



parte querellante en la causa 8422/2019 caratulada "N.N. s/ estafa y otros", en



trámite ante el Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional Federal N° 4, en



virtud de la denuncia allí radicada, vinculada a la falta de coincidencia entre los



listados  emergentes  del  informe  final  de  la  Comisión  Nacional  sobre  la



Desaparición de Personas (CONADEP) del año 1984, el informe elaborado por



la  Secretaría  de  Derechos  Humanos  en  el  año  2006  y  el  informe  final



desarrollado por el Registro Unificado de Víctimas del Terrorismo de Estado del



año 2015.



Por  otra  parte,  a  raíz  de  la  auditoría  interna  llevada  adelante  por  el



ministerio, hizo mención a los informes UAI-MJyDH N° 37/2019 y UAI-MJyDH



N° 22/2023.



Como corolario, explicó que la Resolución en cuestión, encomendó a la



Unidad de Auditoría Interna que en el  término de ciento ochenta (180) días



(prorrogable  a  solicitud  de  dicha  Unidad  por  decisión  fundada  del  señor



Ministro), realice una auditoría integral de los expedientes administrativos en



los  que  se  encuentra  requerida  la  concesión  de  alguno  de  los  beneficios



previstos al  amparo de las aludidas leyes reparatorias,  debiendo analizar la



legalidad  de  los  procesos  de  tramitación  de  cada  uno  de  los  expedientes



administrativos, la consistencia de las bases de los datos que utilizan las áreas



que  intervienen  en  la  gestión  del  procedimiento,  y  la  legitimidad  de  la



documentación obrante en las actuaciones, así como el cotejo del  respaldo



documental de cada beneficio reconocido a la luz de las normas citadas.



Además, solicitó que, en el caso de confirmarse la sentencia recurrida, se



amplíe el plazo fijado, para poder dar cumplimiento a la manda judicial. 
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En definitiva,  solicitó  que se revoque la  sentencia recurrida en cuanto



había sido materia de agravios, con costas.



Por último, apeló por altos los emolumentos regulados a favor de la Dra.



Sonia Debora Casale.



III.- Que, así las cosas, a título preliminar es menester destacar que el art.



28 de la ley 19.549 otorga, a quien es parte en un procedimiento administrativo,



la facultad de acudir a la vía judicial para que emplace a la Administración a que



se expida en forma expresa con respecto a su solicitud.



Por su parte, el art. 1º inc. f) ap. 3) de la Ley citada, consagra el derecho



de los particulares a obtener una decisión fundada, más allá de la procedencia o



no de lo solicitado (cfr. esta Sala, in re, “Korilchik, Silvio Humberto c/EN -Mº J y



DDHH  -  Expte.  147980/05  s/  amparo  por  mora”,  causa  Nº  5.656/10,  del



28/08/2012; en igual sentido,  in  re,  “Lin, Wenjuan c/EN - DNM s/amparo por



mora”, causa Nº 41.236/13, del 9/09/14).



Asimismo, es de remarcar que el limitado ámbito de conocimiento que le



otorga a la actuación jurisdiccional la acción de amparo por mora no alcanza al



examen de congruencia o incongruencia de las peticiones formuladas en sede



administrativa y judicial por el amparista, o al de la posibilidad o imposibilidad de



resolver el fondo de lo aquí peticionado, sino que la única circunstancia pasible



de estudiar por la vía intentada es si –en los hechos– la demandada ha incurrido



en mora para dar respuesta a la petición efectuada por su contraria (cfr. esta



Sala  in  re “Paillet,  Laura  Marcela  c/EN -  Mº  Salud (exp.  2002-3198/99-7)  s/



amparo por mora” del 27/03/12).



IV.-  Que, en el  caso,  la parte  actora  promovió la  presente  acción de



amparo por mora contra la administración con el objeto de que se expida en el



Expediente EX-2022-138852085-APN -DGPR#MJ. 



En ese orden, corresponde señalar que, de la compulsa del expediente



administrativo EX-2022-138852085-APN -DGPR#MJ, incorporado en el sistema



Lex100 en partes  1,2,y  3 y de las constancias de las presentes actuaciones



surge que: 
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(i)  el  16  de  septiembre  de  1998,  la  actora  inició  el  reclamo  en  sede



administrativa, con el objeto de solicitar el reconocimiento del beneficio previsto



por  la  ley  24.043  y  acompañó  documentación  tendiente  a  resolver  las



actuaciones (cfr. act. Adm parte 1).



(ii) el 7 de diciembre de 2011, en atención a lo resuelto por esta Sala



mediante la Resolución de fecha 15/10/2009 y lo decidido por la Corte Suprema



de  Justicia  con  fecha  22/02/2011,  la  Administración  emitió  la  Resolución



RESOL-1930, mediante la cual le otorgó al amparista el beneficio previsto por la



ley 24.043 y sus modificatorias por el período de detención comprendido entre el



24/06/1982 y 12/03/1997 (cfr. act. adm. parte 3 fs. 151/155).



(iii) el 18 de febrero de 2022, y en lo aquí pertinente, el amparista solicitó



se  le  otorgue la  ampliación  del  beneficio  otorgado,  tal  lo  previsto  por  la  ley



26.564. (cfr. act. adm. parte 3 fs. 190.).



(iv)  con  fecha  14  de noviembre de  2023,  la  Administración  emitió  el



informe IF-2023-135800777-APN-DCVVDDHH#MJ, donde consta la evaluación



interdisciplinaria realizada al amparista y el pertinente informe elaborado por la



junta médica (cfr. act. adm. parte 3 fs. 215/216).



(v)  con  fecha  8  de  agosto  de  2024,  el  amparista  solicitó  el  pronto



despacho de las actuaciones (cfr. act. adm. parte 3 fs. 224/226).



(vi) con fecha 14 de octubre de 2024, el amparista reiteró el pedido de



pronto despacho de las actuaciones (cfr. act. adm. parte 3 fs. 237/239).



(vii) con fecha 15 de noviembre de 2024, la Administración emitió la Nota



NO-2024-125652506-APN-DGPR#MJ,  donde  contesta  el  pronto  despacho



presentado  por  el  Sr.  Dri  y  le  hace  saber  que  que  las  actuaciones  fueron



remitidas  desde  el  “Centro  ULLOA”  con  el  respectivo  informe  realizado  y



actualmente, el expediente se encuentra a la espera de la revisión por parte de



un asesor legal, quien deberá emitir el informe técnico correspondiente, de ser



pertinente, siendo esta la última constancia que surge de la compulsa de las



actuaciones administrativas (cfr. act. adm. parte 3 fs. 242).
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V.- Que, se sigue del relato expuesto en el considerando IV que, en las



actuaciones administrativas referidas, iniciadas en el año 2022, momento en el



cual el amparista solicitó se le otorgue la ampliación del beneficio previsto por



la ley 26.564, no se ha dictado aún la resolución pendiente, por manera que, ha



quedado acreditada de modo concreto y suficiente la mora de la administración



que justifica admitir esta acción.



  A ello debe añadirse que, la demandada,  tanto en la  oportunidad de



haber producido el informe previsto por el art. 28 de la ley 19.549, como en su



apelación, no ha aportado elementos tendientes a demostrar que la situación



de hecho que motivó la promoción de la presente acción (esto es, la falta de



resolución de la petición que fuera oportunamente efectuada por  el  Sr.  Dri)



hubiera cesado. 



 Por el contrario, se remitió a negar que existiera mora por parte de su



mandante, mas no ha demostrado motivo alguno por el  cual no le ha dado



respuesta  al  reclamo  del  actor  que  fuera  requerido  en  el  año  2022,  tal  lo



oportunamente peticionado en el marco del expediente EX-2022-138852085-



APN -DGPR#MJ.



Estas  circunstancias  precedentemente  descriptas,  resultan  suficientes



para no apartarse de lo decidido por el Sr. Juez de grado y, por consiguiente,



confirmar la sentencia en crisis en todo cuanto ha sido materia de agravios.



VI.- Que en cuanto a las manifestaciones vertidas respecto a la auditoría



llevada  a  cabo  por  la  Administración  tal  lo  ordenado  por  la  Resolución



Administrativa 2024-135-APN-MJ del 22/04/2024, corresponde señalar que con



fecha 4/02/2025 este Tribunal ha recibido un correo electrónico remitido por la



Unidad de Gabinete de Asesores del Ministerio de Justicia de la Nación relativo



a  la  auditoría  integral  de  los  expedientes  administrativos  de  solicitud  de



beneficios  al  amparo  de  las  leyes  nros.  24.043,  24.411,  25.914,  26.564  y



26.913, mediante el cual se puso en conocimiento el informe final realizado por



la UNIDAD DE AUDITORIA INTERNA, en el marco de la Resolución 2024-135-



APN-MJ  del  22/04/2024,  de  auditoría  integral  de  los  expedientes
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administrativos de solicitud de beneficios al amparo de las leyes previamente



mencionadas. 



De  dicho  informe  no  se  desprende,  prima  facie, que  la  actora  se



encuentre  involucrada en la  causa penal  34.925/2016,  caratulada “Martínez



Moreira,  Adrián  y  otros  s/defraudación,  falsificación  documentos  públicos  y



asociación ilícita”. 



Sentado  lo  expuesto  y,  sin  perjuicio  de  lo  destacado  en  el  párrafo



precedente,  cabe  destacar  que  inclusive  si  se  tuviera  en  consideración  la



suspensión de los plazos administrativos a raíz de la auditoría ordenada por el



Ministerio  aquí  demandado,  lo  cierto  es  que  el  reclamo  administrativo  fue



iniciado por  el  Sr.  Dri  con fecha 18/02/2022,  y  la  auditoría  en cuestión fue



ordenada por medio de la Resolución  Administrativa 2024-135-APN-MJ, más



de un año y medio después.



En  virtud  de  lo  expuesto,  corresponde  desestimar  sin  más  los



argumentos ensayados en torno del  dictado de la Resolución  Administrativa



2024-135-APN-MJ del 22/04/2024, como eximentes de la demora incurrida.



VII.-  Que,  por  análogos  fundamentos a  los  desarrollados



precedentemente, tampoco procede admitir la petición de la parte demandada



relativa a la extensión del plazo otorgado por el Juez a quo. 



VIII.- Que, por último, y en lo que concierne al agravio de la demandada



referido a las costas, en atención al modo en que se decide el fondo del asunto,



corresponde  su  desestimación,  en  mérito  a  las  consideraciones



precedentemente descriptas. 



IX.-  Que respecto al recurso deducido contra los honorarios regulados,



cabe tener en cuenta la naturaleza del asunto, lo preceptuado por el art. 48 de



la ley 27.423, en cuanto fija un honorario mínimo en los procesos de amparo;



atento el motivo, extensión, calidad jurídica y resultado de la labor desarrollada,



es preciso remitirse a lo dispuesto en los incs. b) a g) del art. 16 de la referida



Ley de Arancel. En tales condiciones, atendiendo a la etapa del pleito cumplida,



corresponde  confirmar  -en  lo  que  fue  materia  de  recurso-  los  honorarios
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regulados en favor de la DRA. SONIA DEBORA CASALE, letrada apoderada,



actuante en la defensa de la actora (arts. 16, 20, 29, 48 y ccdtes. y citados de



la ley 27.423 y Dto. 1077/17).



El importe del Impuesto al Valor Agregado integra las costas del juicio y



deberá adicionarse a los honorarios, cuando la profesional acreedora revista la



calidad de responsable inscripta en dicho tributo (conf. esta Sala in re: “Beccar



Varela Emilio - Lobos Rafael Marcelo c/Colegio Públ. de Abog.”, del 16 de julio



de 1996). 



 Para el caso de que la profesional no haya denunciado la calidad que



inviste  frente  al  I.V.A.,  el  plazo para  el  pago del  tributo  sobre  el  honorario



regulado, correrá a partir de la fecha en que lo haga.



Por  los  fundamentos  que  anteceden,  este  Tribunal  RESUELVE: 1º)
desestimar  el  recurso  de  apelación  interpuesto  por  la  demandada  y,  en



consecuencia, confirmar el pronunciamiento de grado en lo que fue materia de



agravios, con costas a la demandada (art. 68, 1ra parte, del C.P.C.C.N.), y  2º)
confirmar los honorarios regulados en la instancia de origen a favor  de la Dra.



Sonia Debora Casale en virtud de lo expresado en el Considerando IX.



Regístrese, notifíquese y oportunamente devuélvase.



MARÍA CLAUDIA CAPUTI



JOSÉ LUIS LOPEZ CASTIÑEIRA



LUIS M. MÁRQUEZ
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103 2025 DRI, MARIO CESARCausa nro. /  “
EDUARDO c/ EN - M JUSTICIA Y DDHH s/ AMPARO POR
MORA”



 



Y VISTOS:



Para dictar sentencia en los autos del epígrafe, de cuyas
constancias,



RESULTA:



El actor  acción de amparo por mora contra1. promueve
el Estado Nacional (Ministerio de Justicia), a fin de que la autoridad
pública demandada dicte el acto administrativo pendiente en el marco
de las actuaciones que iniciara en su sede.



Relata que el 5-4-2022 EX-2022en el marco expediente 
-138852085-APN-DGPR#MJ formuló el reclamo reparatorio
suplementario por lesiones del beneficio previsto en la ley 24.043.



Señala que presentó pedidos de pronto despacho el 8-2
-2024, 12-4-2024, 8-8-2024, 14-10-2024 y 6-12-2024, sin que a la
fecha del inicio de la presente acción se haya resuelto su solicitud.



Se presenta dicho Ministerio y  el informe2. produce
previsto en el art. 28 de la ley 19.549.



Afirma que no ha habido demora alguna de su parte,
sino que la complejidad de la situación a estudio y la elevada
cantidad de reclamos análogos le impiden emitir el acto demandado
en el tiempo requerido.



Destaca el cúmulo de causas donde se reclaman los
beneficios instituidos por las leyes reparatorias han colocado a la
autoridad de aplicación en una situación en la que la capacidad
operativa ordinaria de sus dependencias administrativas se ha visto
superada.



Denuncia que el Ministro de Justicia ha dictado la
resolución 2024-135-APNMJ, mediante la cual encomendó a la
Unidad de Auditoría Interna que realice una auditoría integral de los





https://scw.pjn.gov.ar/scw/viewer.seam?id=ARHvQ6GrK00SlY%2F5ERkOKWp%2BXPLlWKEhi909ntv48bI%3D&tipoDoc=despacho


https://scw.pjn.gov.ar/scw/viewer.seam?id=xGX0lm%2F5UPl73SiqtHZNnTwoA2tjHXUMi6NHtXtltjM%3D&tipoDoc=despacho
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expedientes administrativos en los que se encuentra requerida la
concesión de alguno de los beneficios previstos al amparo de las
leyes reparatorias, debiendo analizar la legalidad de los procesos de
tramitación de cada uno de los expedientes administrativos, la
consistencia de las bases de los datos que utilizan las áreas que
intervienen en la gestión del procedimiento, y la legitimidad de la
documentación obrante en las actuaciones, así como el cotejo del
respaldo documental de cada beneficio reconocido.



Concluye en que no existe en el presente caso una
situación de morosidad, susceptible de ser encuadrada en las
previsiones del artículo 28 de la ley 19.549.



 El amparista  el traslado conferido de dicho3. contesta
informe y solicita que se intime a la demandada a acompañar la
documentación restante.



La accionada incorpora la documentación requerida y
pasan lo autos a sentencia (  y ).1 2



CONSIDERANDO:



El art. 28 de la ley 19.549 establece que el que fueraI. 
parte en un expediente administrativo podrá iniciar acción de amparo
por mora cuando una autoridad administrativa hubiera dejado vencer
los plazos fijados, o los razonables aplicables, según el caso, sin
emitir el dictamen o la resolución de mero trámite o de fondo que
requiere el interesado. Si lo estimare pertinente, el Juez requerirá a la
autoridad administrativa que informe sobre las causas de la demora
aducida. De considerar procedente el pedido, librará la orden
correspondiente para que la autoridad administrativa responsable
despache las actuaciones en el plazo prudencial que se establezca.



Por esta vía se posibilita que quien es parte en el
procedimiento administrativo acuda a la instancia judicial para que se
emplace a la autoridad pública a los fines de que se expida en forma
expresa con respecto a su solicitud (cfr. CNCAF, Sala IV, “Albani,
Mario Eduardo c/ EN – M° Justicia DDHH s/ amparo por mora”, del
9-7-2017).





https://scw.pjn.gov.ar/scw/viewer.seam?id=1AMCF8WPqYSAxexexwc2P99mwPqkxwd7j%2FyiiL%2BTHgE%3D&tipoDoc=despacho


https://scw.pjn.gov.ar/scw/viewer.seam?id=yqobZ1pBpEPVRCcSnNa0BtzavxFSAp%2Fl%2FFk5VK%2Brysw%3D&tipoDoc=despacho


https://scw.pjn.gov.ar/scw/viewer.seam?id=SGAMshNdlCZeJSNk5VQIK4zGdwuhTDfUj6GiiwSN%2BQU%3D&tipoDoc=despacho
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Ello pues, como es sabido, el derecho de petición
consagrado en el art. 14 CN no se agota con el hecho de que el
ciudadano pueda pedir; sino que exige una respuesta en tiempo
oportuno. Frente al derecho de petición, se encuentra la obligación
estatal de responder.



 En el , de las actuaciones administrativasII. sub examine
incorporadas ( , , ) surge que con fecha 7-12-2011 1 2 3 se dictó la
Resolución RESOL-2011-1930-APN-MJ que le otorgó al actor el
beneficio previsto en la ley 24.043.



El 18-2-2022 el amparista solicitó el desarchivo de las
actuaciones y la ampliación del beneficio.



EN fecha 28-8-2023 se remitieron las actuaciones al
Centro de Asistencia a Víctimas del Terrorismo de Estado “DR.
FERNANDO ULLOA” de la Dirección Nacional de Atención a
Grupos en Situación de Vulnerabilidad.



Luego con fecha 6-9-2023 se solicitó la conformación de
un equipo interdisciplinario para la realización de la evaluación,
conforme los términos y alcances de la Ley Nacional de Salud Mental
26.657.



Mediante IF-2023-134394394-APN-DCVVDDHH#MJ
se elevó el informe al Centro de Asistencia a Víctimas del Terrorismo
de Estado “DR. FERNANDO ULLOA”



A continuación, luce el Informe de Supervisión de
Evaluación Interdisciplinaria del Sr. Dri de fecha 14-11-2023.



El 15-11-2023 se remitieron las actuaciones
administrativas a la Dirección de Gestión de Políticas Reparatorias
para la prosecución de su trámite.



El 23-11-2023 se le requirió al actor que remitiera el
jurada, circunstancia que cumple el 8-8formulario de declaración 



-2024.



Luego de un pedido de pronto despacho, la demandada
mediante nota NO-2024-125652506-APN-DGPR#MJ de fecha 15-11





https://scw.pjn.gov.ar/scw/viewer.seam?id=6efpDIigVI7ZV5L%2BlI4j%2FxhkGMhhYJUl%2FEVsbyl4H9o%3D&tipoDoc=despacho


https://scw.pjn.gov.ar/scw/viewer.seam?id=eJsmq41QOdmfAn4HW66Zh00v3aDJRcCK1RA8Bhsv6w0%3D&tipoDoc=despacho


https://scw.pjn.gov.ar/scw/viewer.seam?id=BJ2z4R885%2BoZZaugkGdtT5TuioyI3Nnozho5yjNljMQ%3D&tipoDoc=despacho
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-2024 le informa a la actora que: "En mi carácter de Coordinadora
de la Ley N° 24.043 y N° 26.564, de la Dirección de Gestión de
Políticas Reparatorias de la SECRETARÍA DE DERECHOS
HUMANOS, dependiente del MINISTERIO DE JUSTICIA de la
Nación, en relación con su solicitud de pronto despacho en las
actuaciones caratuladas: “DRI, Mario Cesar Eduardo s/beneficio
Ley N° 26.564 - Incremento por lesiones gravísimas (Art. 4 Ley
24.043)” (EE Nº EX-2022- 138852085-APN-DGPR#MJ). En virtud
de la consulta remota efectuada a la base de datos del sistema, se
informa que las actuaciones de referencia fueron remitidas desde el
“Centro ULLOA” con el respectivo informe realizado. Actualmente,
el expediente se encuentra a la espera de la revisión por parte de un
asesor legal, quien deberá emitir el informe técnico correspondiente,



".de ser pertinente



Con fecha 19-11-2024 obra agregada la providencia PV
-2024-126850400-APN-DGPR#MJ que reza" Listo para dictaminar
lesiones"; siendo ésta la última actuación en el expediente
administrativo.



 Así las cosas, sin desconocer que esta acción seIII.
encamina —exclusivamente— en establecer si en el caso se configura
la mora de la administración en expedirse, mas no corresponde al
juzgador ingresar en el análisis de la pertinencia de la petición
administrativa formulada o determinar en el sentido en que
corresponde expedirse, considero que en el sub lite se configura el
presupuesto fáctico para la pertinencia de este tipo de acciones.



En efecto, teniendo en cuenta la fecha de inicio del
reclamo, cabe concluir que ha transcurrido un excesivo plazo sin que
la autoridad pública demandada haya emitido el respectivo acto
administrativo que resuelva la petición del amparista.



En ese sentido, frente al extenso tiempo transcurrido,
resultan también inatendibles los genéricos argumentos ensayados
por la accionada con relación al cúmulo de tareas generado por la
gran cantidad de expedientes análogos.
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A lo que cabe añadir, que en fecha 3-2-2025 este
Tribunal ha recibido un correo electrónico remitido por la Unidad de
Gabinete de Asesores del Ministerio de Justicia de la Nación relativo
a la auditoría integral de los expedientes administrativos de solicitud
de beneficios al amparo de las leyes nro. 24.043, 24.411, 25.914,
26.564 y 26.913, mediante el cual se puso en conocimiento el
informe final realizado por la UNIDAD DE AUDITORIA
INTERNA, en el marco de la Resolución 2024-135-APN-MJ, de
auditoría integral de los expedientes administrativos de solicitud de
beneficios al amparo de la leyes previamente mencionadas. Y la
demandada no ha invocado que en dicho informe se desprenda que el
actor se encuentra involucrado en la causa penal 34.925/2016,
caratulada “Martínez Moreira, Adrián y otros” (cfr. CNCAF, Sala II,
causa nro. 6102/2024 “Hechim Taylor, Matioas c/ EN - Mº Justicia -
ley 24.043 s/ amparo por mora” del 14-2-2025; Sala IV, causa nro.
10912/2024 "Kleinman, Claudia Laura c/ EN-M Justicia-expte
S04693/23 s/ amparo por mora", del 13-2-2025).



En punto a las costas, corresponde imponerlas a laIV. 
parte demandada por no configurarse motivos que permitan apartarse
del principio objetivo de la derrota (arts. 14 de ley 16.986 y 68,
primer párrafo, del CPCCN).



En virtud de los fundamentos expuestos,



FALLO:



1. Haciendo lugar al amparo por mora promovido por el
Sr. Mario César Eduardo Dri contra el Estado Nacional (Ministerio
de Justicia y Derechos Humanos) y, en consecuencia, intimándolo
para que —en el plazo de veinte (20) días que se fija al efecto— dicte
los actos pendientes a fin de resolver la solicitud de la amparista que



EX-2022-138852085-APNtramita en el marco del expte. nro. 
-DGPR#MJ. Con costas.



2. Teniendo en cuenta la entidad de los trabajos
cumplidos, el resultado del pleito y su naturaleza, se regulan los
honorarios de la Dra. Sonia Debora Casale, por las tareas
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desarrolladas en la dirección letrada y representación legal de la parte
actora, en la suma de $494.963, equivalente a 7 UMA (cfr. arts. 16,
19, 20, 44, 51 y concordantes de la ley 27.423 y resolución CSJN
SGA nro. 936/2025).



Hágase saber que, en caso de que el profesional
beneficiario de los emolumentos acredite su condición de responsable
inscripto frente al Impuesto al Valor Agregado, se deberá adicionar a
los emolumentos aquí fijados la alícuota correspondiente a dicho
tributo, que también se encuentra a cargo de la condenada en costas
(Fallos: 316:133; 322:523; 329:1834, entre otros).



Regístrese, notifíquese y, oportunamente, archívese.



 



 



 



Firmado en Ciudad de Buenos Aires en la fecha que indica la
constancia de firma electrónica. MDF



SANTIAGO R. CARRILLO



JUEZ FEDERAL













AGENCIA DE RECAUDACION Y CONTROL ADUANERO



CONSTANCIA DE INSCRIPCION



 CASALE SONIA DEBORA CUIT:  27-17762060-8



CORRIENTES AV. 1186 Piso:15
1043-CIUDAD AUTONOMA BUENOS AIRES



IMPUESTOS/REGIMENES NACIONALES REGISTRADOS Y FECHA DE ALTA
CEDULARES- VALORES O DEPOSITOS 01-2018
IVA 09-2013
GANANCIAS PERSONAS FISICAS 09-2013
REG. TRAB. AUTONOMO Categoria T2 Cat II Ingresos desde $20.001 09-2013
REG. SEG. SOCIAL EMPLEADOR 12-2014
****************************************************
Contribuyente no amparado en los beneficios promocionales INDUSTRIALES establecidos por Ley 22021 y sus modificatorias 22702 y 22973, a la
fecha de emision de la presente constancia.



Esta constancia no da cuenta de la inscripción en:
- Impuesto Bienes Personales y Exteriorización - Ley 26476: de corresponder, deberán solicitarse en la dependencia donde se
encuentra inscripto.
- Impuesto a las Ganancias: la condición de exenta, para las entidades enunciadas en los incisos b), d), e), f), g), m) y r) del Art. 20 de
la ley, se acredita mediante el "Certificado de exención en el Impuesto a las Ganancias" - Resolución General 2681.
- Aporte Solidario: de corresponder, deberá solicitarse en la dependencia donde se encuentra inscripto.
- Responsable Deuda Ajena Aporte Solidario: de corresponder, deberá solicitarse en la dependencia donde se encuentra inscripto.



ACTIVIDADES NACIONALES REGISTRADAS Y FECHA DE ALTA
Actividad principal: 691001 (F-883) SERVICIOS JURÍDICOS Mes de inicio: 11/2013
Secundaria(s):



Mes de cierre ejercicio comercial:  12



DOMICILIO FISCAL - ARCA



Vigencia de la presente constancia:  29-07-2025  a  28-08-2025 Hora  16:07:25  Verificador  101206994379



   
Los datos contenidos en la presente constancia deberán ser validados por el receptor de la misma en la página institucional de ARCA http://www.arca.gob.ar.



29/7/25, 16:08 Formulario de Impresión de Constancia de Inscripción



https://seti.afip.gob.ar/padron-puc-constancia-internet/ConsultaConstanciaAction.do 1/1
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		fecha: Martes 29 de Julio de 2025

		numero_documento: IF-2025-82602725-APN-DGJ#MJ

		localidad: CIUDAD DE BUENOS AIRES

				2025-07-29T18:03:28-0300





		usuario_0: Luis Alejandro Guasti

		cargo_0: Director

		reparticion_0: Dirección de Gestión Judicial
Ministerio de Justicia

				2025-07-29T18:03:28-0300












 
 
 
 


República Argentina - Poder Ejecutivo Nacional
AÑO DE LA RECONSTRUCCIÓN DE LA NACIÓN ARGENTINA


 
Providencia


 
Número: 
 


 
Referencia: Pase electrónico de EX-2025-82551151- -APN-DGJ#MJ


 
Motivo:


 
Pase a la DIRECCIÓN DE GESTIÓN JUDICIAL, informando que el presente gasto será incluido en el proximo 
ejercicio financiero 2026.


 
 
 
Destinatario: DGJ#MJ-PVD
 


 





		fecha: Lunes 4 de Agosto de 2025

		numero_documento: PV-2025-84766305-APN-DPCPYEGJ#MJ

		localidad: CIUDAD DE BUENOS AIRES

				2025-08-04T13:55:03-0300





		usuario_0: Susana Amelia Correa

		cargo_0: Asesora Administrativa

		reparticion_0: Dirección de Programación, Control Presupuestario y Evaluación del Gasto Jurisdiccional
Ministerio de Justicia

				2025-08-04T13:55:03-0300












AGENCIA DE RECAUDACION Y CONTROL ADUANERO


CONSTANCIA DE INSCRIPCION


 CASALE SONIA DEBORA CUIT:  27-17762060-8


CORRIENTES AV. 1186 Piso:15
1043-CIUDAD AUTONOMA BUENOS AIRES


IMPUESTOS/REGIMENES NACIONALES REGISTRADOS Y FECHA DE ALTA
CEDULARES- VALORES O DEPOSITOS 01-2018
IVA 09-2013
GANANCIAS PERSONAS FISICAS 09-2013
REG. TRAB. AUTONOMO Categoria T2 Cat II Ingresos desde $20.001 09-2013
REG. SEG. SOCIAL EMPLEADOR 12-2014
****************************************************
Contribuyente no amparado en los beneficios promocionales INDUSTRIALES establecidos por Ley 22021 y sus modificatorias 22702 y 22973, a la
fecha de emision de la presente constancia.


Esta constancia no da cuenta de la inscripción en:
- Impuesto Bienes Personales y Exteriorización - Ley 26476: de corresponder, deberán solicitarse en la dependencia donde se encuentra
inscripto.
- Impuesto a las Ganancias: la condición de exenta, para las entidades enunciadas en los incisos b), d), e), f), g), m) y r) del Art. 20 de la
ley, se acredita mediante el "Certificado de exención en el Impuesto a las Ganancias" - Resolución General 2681.
- Aporte Solidario: de corresponder, deberá solicitarse en la dependencia donde se encuentra inscripto.
- Responsable Deuda Ajena Aporte Solidario: de corresponder, deberá solicitarse en la dependencia donde se encuentra inscripto.


ACTIVIDADES NACIONALES REGISTRADAS Y FECHA DE ALTA
Actividad principal: 691001 (F-883) SERVICIOS JURÍDICOS Mes de inicio: 11/2013
Secundaria(s):


Mes de cierre ejercicio comercial:  12


DOMICILIO FISCAL - ARCA


Vigencia de la presente constancia:  20-02-2026  a  22-03-2026 Hora  09:25:27  Verificador  104197786191


   
Los datos contenidos en la presente constancia deberán ser validados por el receptor de la misma en la página institucional de ARCA http://www.arca.gob.ar.


20/2/26, 9:25 Formulario de Impresión de Constancia de Inscripción


https://seti.afip.gob.ar/padron-puc-constancia-internet/ConsultaConstanciaAction.do 1/1



http://www.arca.gob.ar/



	fecha: Lunes 23 de Febrero de 2026
	numero_documento: IF-2026-18604821-APN-DGJ#MJ
	localidad: CIUDAD DE BUENOS AIRES
		2026-02-23T14:37:08-0300


	usuario_0: Luis Alejandro Guasti
	cargo_0: Director
	reparticion_0: Dirección de Gestión Judicial
Ministerio de Justicia
		2026-02-23T14:37:08-0300


		2026-02-23T17:12:27-0300
	PJN
	Poder Judicial de la Nacion Argentina




